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Corte Constitucional
	 
          

           COMUNICADO No. 23
           Junio 11 y 12 de 2014


Pérdida del Subsidio Familiar de Vivienda para quien  haya sido condenado por delitos en contra de menores de edad, configura un desconocimiento de los principios de legalidad, proporcionalidad y de la dignidad humana 
	       V.  EXPEDIENTE D-9901  -   SENTENCIA C-370/14  (Junio 11)
           M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub




1.
Norma acusada

LEY 1537 DE 2012

(Junio 20)

Por la cual se dictan normas tendientes a facilitar y promover el desarrollo urbano y el acceso a la vivienda y se dictan otras disposiciones 

Artículo  12. Subsidio en especie para población vulnerable. Las  viviendas resultantes de los proyectos que se financien con los recursos destinados a otorgar subsidios familiares de vivienda por parte del Gobierno Nacional, así como los predios destinados y/o aportados a este fin por las entidades territoriales incluyendo sus bancos de Suelo o Inmobiliarios, se podrán asignar a título de subsidio en especie a los beneficiarios que cumplan con los requisitos de priorización y focalización que establezca el Gobierno Nacional a través del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social. 

Sin perjuicio de lo anterior, la asignación de las viviendas a las que hace referencia el presente artículo beneficiará en forma preferente a la población que se encuentre en alguna de las siguientes condiciones: a) que esté vinculada a programas sociales del Estado que tengan por objeto la superación de la pobreza extrema o que se encuentre dentro del rango de pobreza extrema, b) que esté en situación de desplazamiento, c) que haya sido afectada por desastres naturales, calamidades públicas o emergencias y/o d) que se encuentre habitando en zonas de alto riesgo no mitigable. Dentro de la población en estas condiciones, se dará prioridad a las mujeres y hombres cabeza de hogar, personas en situación de discapacidad y adultos mayores. 

Las entidades territoriales que aporten o transfieran recursos o predios, según lo previsto en este artículo podrán participar en la fiducia o patrimonio autónomo que se constituya.

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional revocará la asignación del Subsidio Familiar de Vivienda a que hace referencia este artículo y restituirá su titularidad, cuando los beneficiarios incumplan las condiciones de los programas sociales del Gobierno Nacional o del reglamento que este expida en relación con las responsabilidades de los beneficiarios, y de acuerdo con el procedimiento que se establezca en el mismo. 

Parágrafo 2°. En todo caso, el valor de la vivienda otorgada a título de subsidio en especie podrá superar el valor del subsidio que haya sido asignado en dinero antes de la entrada en vigencia de la presente ley, cuando el mismo sea aportado a los patrimonios por parte de sus beneficiarios. 

Parágrafo 3°. Para efectos de la asignación del Subsidio Familiar de Vivienda, la entidad otorgante excluirá de la conformación del hogar postulante a las personas que hayan sido condenadas por delitos cometidos en contra de menores de edad, de acuerdo con lo que certifique la autoridad competente. El Gobierno Nacional reglamentará esta materia.

Cuando en aplicación de esta disposición resultare que no existe un mayor de edad dentro de la conformación del hogar postulante, la entidad otorgante velará por el acceso efectivo al proceso de postulación de los menores de edad al Subsidio Familiar de Vivienda, a través de la persona que los represente. 

Parágrafo 4°. El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social elaborará el listado de personas y familias potencialmente elegibles en cada Municipio y Distrito de acuerdo con los criterios de focalización empleados en los programas de superación de pobreza y pobreza extrema, o los demás que se definan por parte del Gobierno Nacional. Con base en este listado se seleccionarán los beneficiarios del programa del Subsidio Familiar 100% de Vivienda en especie con la participación del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, de los alcaldes y del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio a través del Fondo Nacional de Vivienda, en los municipios y distritos donde se adelanten los proyectos de Vivienda de Interés Social prioritario. 

Tratándose de la identificación de los hogares localizados en zonas de alto riesgo no mitigable, los alcaldes municipales y distritales entregarán, al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social y al Fondo Nacional de Vivienda, el listado de hogares potencialmente beneficiarios teniendo en cuenta, entre otros, lo previsto en el artículo  5ºde la Ley 2ª de 1991 que modifica el artículo 56 de la Ley 9ª de 1989. 

Parágrafo 5°. Cuando las solicitudes de postulantes, que cumplan con los requisitos de asignación para el programa del subsidio familiar 100% de vivienda en especie excedan las soluciones de vivienda que se van a entregar en los proyectos de Vivienda de Interés Prioritario que se realicen en el municipio o distrito, el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social realizará un sorteo para definir los postulantes beneficiarios del subsidio familiar 100% de vivienda en especie, de conformidad con los criterios de priorización establecidos en la presente ley, cuando no existan otros criterios de calificación, para dirimir el empate. 

2.
Decisión

Declarar INEXEQUIBLE, por el cargo analizado el parágrafo 3º del artículo 12 de la Ley 1537 de 2012.

3.
Síntesis de los fundamentos 

La Corte Constitucional concluyó que la medida adoptada por el legislador en el parágrafo 3º del artículo 12 de la Ley 1537 de 2012 no es proporcionada en sentido estricto y por lo mismo, debía ser declarada inexequible. Si bien busca promover el principio del interés superior de los menores de edad, este solo se logra de manera tangencial, al paso que conlleva un sacrifico alto de otros principios y derechos constitucionales. 

En primer lugar, la restricción impuesta no garantiza que se desarrolle el principio de prevención general, es decir, no hay evidencia de que logre disuadir a los infractores o posibles infractores de la ley penal para que no incurran de nuevo en ese tipo de conductas delictivas ni tampoco que con la restricción al acceso al subsidio de vivienda, los delitos contra menores de edad vayan a disminuir significativamente. Además, no se encontró acreditado que se realice efectivamente el principio de prevención especial negativa, esto es, que quienes en efecto fueron condenados por haber desarrollado conductas consideradas como delitos en contra de menores de edad no van a reincidir en ellas, ni que los potenciales beneficiarios del subsidio en especie no van a infringir la ley por este tipo de delitos. Por ejemplo, no hay garantía de que el miembro de la familia excluido no vaya a convivir en el hogar postulante ni que este no vaya a conformar otro grupo familiar integrado con menores de 18 años. En definitiva, no se demuestra que con dicha exclusión se vaya a garantizar el interés superior de los niños, niñas y adolescentes  ni tampoco la protección real de todos sus derechos.

En segundo lugar, el mecanismo no guarda consonancia con el principio de proporcionalidad penal, según el cual, todas las penas deben ser proporcionales a la gravedad de los delitos y al daño ocasionado, pues no hace diferencia entre los diferentes tipos de delitos contra los menores de edad, toda vez que la sanción varía de una conducta a otra. En tercer lugar, la restricción impuesta conduce a la estigmatización de la persona que estuvo privada de la libertad por haber cometido delitos contra menores de edad, lo cual impide su resocialización integral, uno de los fines de la pena en un Estado social de derecho. En cuarto lugar, desconoce la prohibición de imponer sanciones o penas perpetuas y los principios de legalidad, proporcionalidad y dignidad humana, como quiera que la medida no tiene límite en el tiempo, en contravención del artículo 28 de la Constitución que prohíbe mecanismos sancionatorios imprescriptibles. A la luz de los principios de legalidad, proporcionalidad y prescriptibilidad, no pueden consagrarse sanciones subsidiarias o dependientes que se extiendan en el tiempo indefinidamente, al punto que terminen por superar la sanción penal impuesta en el marco de un proceso judicial. La norma impide a quien ya haya cumplido su condena, acceder al subsidio en especie de vivienda de interés prioritario, lo que vulnera sus derechos al debido proceso, a la dignidad humana, a la igualdad y a la resocialización integral del individuo para reincorporarse a la sociedad y a su grupo familiar. Además, tendría efectos retroactivos pues sería aplicable a quienes hayan sido sancionados con pena privativa de la libertad por esos delitos con anterioridad a la expedición de la Ley 1537 de 2012.  En quinto lugar, la medida introduce un criterio de diferenciación por razón de la condición social del individuo, esto es, haber sido condenado por infringir la ley penal, en particular, incurrir en conductas punibles contra menores de edad. Desconoce además que, una vez que se cumple la pena, los antecedentes no pueden ser por ningún motivo factor de discriminación social o legal. El propósito de la ley es proveer vivienda a quienes se encuentran en extrema pobreza, especialmente a aquellos que devengan menos de 100.000 pesos mensuales, beneficio del cual serían excluidos quienes registren los antecedentes penales enunciados. Este subsidio debe responder al parámetro de necesidad, sin que puedan introducirse otros elementos ajenos a su finalidad. En sexto lugar, sin desconocer la gravedad de las diversas conductas punibles que pueden cometerse en contra de los menores de edad, la medida tiene un efecto de revictimización de la familia, del hogar postulante al subsidio de vivienda en especie, personas a las cuales se les estaría extendiendo  las consecuencias de una conducta penal que no realizaron.

4.
Aclaración de voto 

La magistrada María Victoria Calle Correa se reservó la presentación de una eventual aclaración de voto, sobre alguna de las consideraciones expuestas como fundamento de la decisión de inexequibilidad de la norma acusada, la cual comparte. 

LUIS ERNESTO VARGAS SILVA

Presidente 
